
 

3. EL MARCO JURÍDICO GENERAL DE LA EDUCACIÓN EN MÉXICO 

 

CARRERA Y GRADO: Licenciatura en Pedagogía 6º cuatrimestre 
ASIGNATURA: Legislación Educativa 
 

El sistema educativo mexicano no solo se organiza a partir de planes y programas 

académicos, sino que se funda en un cuerpo normativo sólido que garantiza el acceso, la 

equidad, la calidad y la obligatoriedad de la educación en todos sus niveles. Este conjunto de 

normas constituye el marco jurídico general de la educación, el cual está formado por 

preceptos constitucionales, leyes secundarias y acuerdos administrativos emitidos por 

autoridades federales. 

Este marco normativo no es estático: evoluciona según los desafíos sociales, las demandas 

pedagógicas y los compromisos internacionales del país. Su conocimiento es 

indispensable para el profesional de la educación, ya que permite comprender la estructura 

legal del sistema educativo, su funcionamiento, las obligaciones del Estado y los derechos 

de los ciudadanos en materia educativa. 

A lo largo de esta unidad se analizarán los principales artículos constitucionales 

relacionados con la educación, así como la Ley General de Educación, los Acuerdos 

Secretariales No. 243 y No. 200, con el fin de reflexionar sobre su alcance, contenido e 

importancia para el desarrollo justo y equitativo del sistema educativo mexicano. 

 

3.1 Preceptos constitucionales aplicables 

La Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos (CPEUM) es la norma 

suprema del país y establece los principios fundamentales que rigen la educación 

nacional. Varios de sus artículos garantizan el derecho a la educación, establecen 

obligaciones para el Estado y delinean la organización del sistema educativo. Estos artículos 

forman el sustento jurídico primario de todas las leyes y políticas educativas en México. 

La educación, como derecho humano y bien público, ha sido históricamente una prioridad 

en la Constitución mexicana, en particular desde la reforma al Artículo 3º en 1917 y las 

subsecuentes modificaciones que han ampliado su enfoque hacia la equidad, la inclusión, la 

excelencia y la interculturalidad. 

 



 

Artículos constitucionales clave 

A continuación, se desarrollarán los principales artículos que componen esta base normativa: 

• 3.1.1 Artículo 3° 

• 3.1.2 Artículo 2° fracción II 

• 3.1.3 Artículo 4° 

• 3.1.4 Artículo 18° 

• 3.1.5 Artículo 73° fracción XXV 

• 3.1.6 Otros artículos relevantes 

Cada uno de estos artículos será analizado en cuanto a su contenido, función en el sistema 

educativo y relevancia actual. 

 

3.1.1 Artículo 3° 

El Artículo 3° de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos constituye el 

pilar normativo más importante del sistema educativo nacional. No solo consagra el 

derecho a la educación, sino que define su carácter, sus fines, sus principios rectores y las 

responsabilidades del Estado en su impartición, organización y supervisión. 

Desde su inclusión en 1917 y a través de múltiples reformas, el artículo ha evolucionado para 

responder a los retos educativos contemporáneos: la equidad, la inclusión, la excelencia, la 

participación comunitaria y el respeto a los derechos humanos. 

 

Estructura general del Artículo 3° 

El texto actual se divide en varios párrafos constitucionales, cada uno con contenido 

normativo específico. Entre sus elementos más relevantes se destacan: 

1. Reconocimiento del derecho a la educación 

Toda persona tiene derecho a recibir educación. Esto coloca a la educación como un derecho 

humano universal, no condicionado a nacionalidad, edad, sexo o estatus económico. 

 



 

2. Carácter de la educación pública 

La educación que imparta el Estado será gratuita, laica, obligatoria y universal. También será 

inclusiva, intercultural, equitativa, integral y de excelencia. 

3. Fines de la educación 

Desarrollar armónicamente todas las facultades del ser humano y fomentar el amor a la patria, 

el respeto a los derechos humanos, la cultura de paz y la sustentabilidad. 

4. Participación social 

El Estado garantizará la participación activa de madres, padres y tutores, así como de los 

docentes y la sociedad, en la mejora continua de la educación. 

5. Sistema Educativo Nacional 

El artículo define y estructura el Sistema Educativo Nacional, como el conjunto articulado 

de servicios, instituciones, actores y procesos que garantizan el derecho a aprender. 

6. Nueva Escuela Mexicana 

El artículo 3° incluye ahora el principio de la mejora continua de la educación y establece al 

Sistema para la Carrera de las Maestras y los Maestros, así como la evaluación 

diagnóstica no punitiva. 

Implicaciones para la práctica pedagógica 

• Establece el marco ético y jurídico que debe regir la actuación del docente en 

cualquier nivel educativo. 

• Resalta el papel del maestro como agente clave en la transformación social, y sujeta 

su ejercicio profesional a principios de equidad, inclusión y excelencia. 

• Refuerza la obligatoriedad del respeto a los derechos humanos y a la diversidad 

como ejes pedagógicos. 

• Fundamenta la educación intercultural bilingüe en comunidades indígenas y el 

respeto a sus lenguas, culturas e instituciones. 

 



 

3.1.2 Artículo 2° fracción II 
 

El Artículo 2° constitucional reconoce a la Nación Mexicana como una nación 

pluricultural, sustentada originalmente en sus pueblos indígenas. Su fracción II es 

especialmente relevante en el ámbito educativo, ya que establece la obligación del Estado 

de garantizar una educación que promueva el respeto a la diversidad cultural, 

lingüística y étnica del país. 

Este artículo complementa al Artículo 3°, al introducir una dimensión intercultural, 

inclusiva y comunitaria en la formulación de políticas educativas. Su enfoque promueve la 

justicia social, el reconocimiento de derechos colectivos y el fortalecimiento de identidades 

culturales. 

Contenido clave del Artículo 2°, fracción II 

La fracción establece que el Estado deberá: 

• Impulsar el desarrollo integral de los pueblos y comunidades indígenas, 

respetando sus propias formas de organización y cosmovisión. 

• Garantizar el acceso a una educación bilingüe e intercultural, que fortalezca su 

lengua, cultura e identidad. 

• Promover condiciones de igualdad y eliminar la discriminación. 

Este precepto legal transforma la perspectiva de la educación indígena: de ser vista como 

compensatoria, a ser reconocida como un derecho identitario. 

Aplicación en el sistema educativo 

1. Educación indígena:  Se traduce en programas de educación básica indígena y 

educación intercultural bilingüe, así como en universidades interculturales que 

reconocen las necesidades formativas específicas de estos pueblos. 

2. Currículos contextualizados: El artículo sustenta el desarrollo de materiales 

educativos y currículos adaptados a contextos culturales y lingüísticos diversos. 

3. Formación docente especializada: Impulsa la formación de maestros indígenas y 

de docentes sensibles a la diversidad, con conocimientos en lenguas originarias. 

 



 

Implicaciones para el ejercicio pedagógico 

• Exige que el docente reconozca y valore la diversidad cultural y lingüística como 

parte de su práctica cotidiana. 

• Llama a promover el respeto a los saberes y formas de vida indígenas, no como 

contenidos opcionales, sino como ejes curriculares. 

• Refuerza la necesidad de que la escuela sea un espacio de inclusión y dignidad para 

todos los grupos culturales. 

 

3.1.3 Artículo 4° 
 

El Artículo 4° de la Constitución garantiza diversos derechos humanos fundamentales, 

entre ellos el derecho de niñas, niños y adolescentes al desarrollo integral, lo cual incluye 

expresamente el acceso a la educación. Este artículo no forma parte del núcleo educativo 

directo como el Artículo 3°, pero complementa y refuerza el marco jurídico al vincular la 

educación con otros derechos: salud, alimentación, identidad, igualdad sustantiva y bienestar 

familiar. 

Este artículo reconoce también el interés superior de la niñez como principio rector, lo que 

obliga a que todas las decisiones institucionales y políticas públicas —incluidas las 

educativas— se tomen considerando primero el bienestar de los menores. 

Contenido educativo clave del Artículo 4° 

1. Derecho al desarrollo integral: El Estado garantizará que niñas, niños y 

adolescentes ejerzan plenamente sus derechos, lo cual incluye educación de calidad, 

protección, participación y bienestar emocional. 

2. Interés superior de la niñez: Todas las acciones de instituciones públicas y privadas 

que involucren a menores deben priorizar su interés superior, lo que incluye su 

derecho a una educación inclusiva, segura y significativa. 

3. Igualdad entre hombres y mujeres: Establece la igualdad sustantiva como 

principio transversal, lo que refuerza la obligación del sistema educativo de eliminar 

prácticas sexistas o discriminatorias. 

4. Acceso a la cultura y a la recreación: Reconoce el derecho de toda persona a la 

cultura, al deporte y a disfrutar de los bienes culturales, áreas que se integran a la 

formación integral educativa. 



 

Implicaciones para la práctica educativa 

• El docente debe tener una mirada integral del desarrollo de la infancia, que incluya 

no solo aprendizajes académicos, sino el bienestar emocional y físico. 

• La educación inclusiva, equitativa y libre de violencia se convierte en un deber 

constitucional. 

• Las decisiones escolares deben orientarse al interés superior del menor, por encima 

de cualquier procedimiento administrativo o rigidez institucional. 

• Refuerza el trabajo transversal en educación sexual, derechos de la niñez, igualdad 

de género y cultura democrática. 

 

3.1.4 Artículo 18° 
 

El Artículo 18° de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos regula el 

sistema de justicia penal, pero incluye una disposición específica con profundas 

implicaciones educativas: el derecho de las personas privadas de la libertad, 

especialmente adolescentes en conflicto con la ley, a recibir educación obligatoria. Este 

principio convierte a la educación en un medio para la reinserción social, y no únicamente 

en un derecho general. 

En otras palabras, la Constitución reconoce que, aun en condición de internamiento, toda 

persona debe conservar el acceso a la educación básica y media superior, y que el Estado 

tiene la obligación de garantizarla dentro de los centros de reclusión, adaptándola a sus 

necesidades específicas. 

Contenido educativo del Artículo 18° 

1. Educación como parte del proceso de reintegración: La norma establece que las 

personas privadas de su libertad tienen derecho a recibir educación obligatoria, 

capacitación laboral, actividades culturales y deportivas. 

2. Sistema integral de justicia para adolescentes: Este sistema considera como 

prioridad la reintegración social y familiar del joven, por medio de servicios 

educativos, psicológicos y sociales. 

3. Garantía del Estado: El Estado debe generar condiciones para que los programas 

educativos en los centros penitenciarios sean funcionales, accesibles y formativos, 

respetando la dignidad de las personas. 



 

Implicaciones para la práctica educativa 

• El docente debe comprender que la educación en contextos de encierro es un 

derecho, no un privilegio, y una herramienta clave de justicia social. 

• Se requiere una pedagogía adaptada, inclusiva y sensible al contexto, que permita 

verdaderas oportunidades de desarrollo. 

• La educación en centros penitenciarios debe respetar los principios de igualdad, 

dignidad, no discriminación y participación activa. 

 

3.1.5 Artículo 73° fracción XXV 
 

El Artículo 73° de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos enumera las 

facultades del Congreso de la Unión. Su fracción XXV es de particular importancia para el 

ámbito educativo, ya que otorga al Congreso la facultad exclusiva de legislar en materia 

educativa. 

Esta fracción establece la base jurídica para crear leyes generales que rijan la educación 

en todo el país, garantizando la unidad del sistema educativo nacional sin vulnerar el pacto 

federal. Es decir, aunque las entidades federativas tienen funciones educativas, estas 

deben alinearse a las disposiciones legales emitidas por el Congreso. 

Contenido jurídico principal 

La fracción XXV dice que el Congreso tiene facultad para: 

"Expedir leyes generales en materia de educación, que establezcan los principios y fines de 

la educación impartida por el Estado y por los particulares con autorización oficial." 

Esto implica que: 

• El Congreso es el órgano máximo legislador en educación, por encima de 

congresos estatales. 

• Las leyes emitidas (como la Ley General de Educación) tienen alcance nacional, 

aunque su aplicación pueda adaptarse regionalmente. 

• Se garantiza la coherencia y coordinación del sistema educativo, respetando la 

distribución de competencias entre federación y estados. 



 

Implicaciones para la educación 

• Refuerza el carácter centralizado-normativo del sistema educativo, necesario para 

asegurar igualdad en el acceso y en la calidad. 

• Permite armonizar las leyes estatales con una ley marco federal, como la Ley 

General de Educación. 

• Fundamenta legalmente políticas públicas como la Nueva Escuela Mexicana, los 

acuerdos secretariales, y el Sistema de Mejora Continua. 

• Asegura que los particulares con reconocimiento de validez oficial (RVOE) estén 

sujetos a los mismos fines y principios que el sistema público. 

 

3.1.6 Otros artículos relevantes 
 

Además de los artículos principales ya revisados (3°, 2°, 4°, 18° y 73° fracción XXV), existen 

otros preceptos constitucionales que complementan y refuerzan el derecho a la 

educación y su ejercicio pleno. Estos artículos no son exclusivamente educativos, pero 

contienen mandatos generales o principios transversales que impactan directa o 

indirectamente en la estructura y prácticas del sistema educativo mexicano. 

 

Artículos constitucionales complementarios 

    Artículo 1° 

Establece el principio de igualdad y no discriminación y protege el ejercicio de todos los 

derechos humanos, incluidos los derechos educativos. 

Toda autoridad debe promover, respetar, proteger y garantizar los derechos humanos 

conforme a los principios de universalidad, interdependencia, indivisibilidad y progresividad. 

Implicación educativa: obliga al sistema educativo a diseñar políticas y prácticas que 

garanticen inclusión, accesibilidad, equidad y no discriminación. 

 

 



 

    Artículo 31 fracción I 

Indica que es obligación de los mexicanos que sus hijos o pupilos concurran a escuelas 

públicas o privadas para recibir educación básica y media superior. 

Implicación educativa: refuerza la corresponsabilidad de las familias en el cumplimiento 

del derecho a la educación, alineado con el carácter obligatorio de los niveles educativos. 

 

    Artículo 123 

Regula el trabajo en México y establece derechos laborales, incluyendo los del personal 

docente del sistema educativo. 

Implicación educativa: garantiza el derecho a condiciones laborales dignas para maestras 

y maestros, incluyendo estabilidad, seguridad social y respeto a la carrera profesional. 

Relevancia práctica 

• Estos artículos permiten que los derechos educativos se ejerzan de forma más 

amplia, dentro de un marco de justicia social y legal. 

• Amplían la visión del derecho a la educación como parte de un sistema integral de 

derechos humanos, laborales, civiles y familiares. 

• Sirven como base jurídica para políticas de educación inclusiva, equidad de género, 

derechos laborales docentes y participación de las familias. 

 

3.2 Ley General de Educación 
 

La Ley General de Educación (LGE) es la norma secundaria más importante en materia 

educativa en México. Derivada del mandato constitucional del Artículo 3° y del Artículo 

73° fracción XXV, esta ley regula la estructura, organización y funcionamiento del 

Sistema Educativo Nacional, incluyendo tanto los servicios públicos como los privados con 

reconocimiento oficial. 

Fue reformada en 2019 para alinearse con los principios de la Nueva Escuela Mexicana, 

incorporando nuevas perspectivas como la inclusión, equidad, excelencia, participación 



 

social, respeto a la diversidad y mejora continua de la educación. Esta ley concreta en 

procedimientos y estructuras los fines generales planteados por la Constitución. 

Estructura del análisis 

Para facilitar su comprensión, este apartado se divide en tres subtemas: 

• 3.2.1 Alcances 

• 3.2.2 Contenidos 

• 3.2.3 Importancia 

 

3.2.1 Alcances de la Ley General de Educación 
 

Los alcances de la Ley General de Educación (LGE) hacen referencia a su campo de 

aplicación, es decir, quiénes deben cumplirla, qué niveles educativos abarca, qué 

principios rige y qué materias normativas regula. Comprender sus alcances es esencial 

para identificar el poder normativo de la ley dentro del sistema educativo mexicano. 

¿A quién aplica? 

La LGE es de observancia obligatoria en todo el territorio nacional para: 

• Autoridades educativas federales, estatales y municipales. 

• Escuelas públicas y privadas con Reconocimiento de Validez Oficial de Estudios 

(RVOE). 

• Personal docente, directivo, administrativo y de apoyo. 

• Estudiantes, madres, padres y tutores. 

• Organismos de participación social en la educación. 

¿Qué niveles educativos regula? 

La ley abarca el Sistema Educativo Nacional completo, incluyendo: 

• Educación inicial (0 a 3 años). 

• Educación básica (preescolar, primaria y secundaria). 

• Educación media superior (bachillerato y equivalentes). 



 

• Educación superior (licenciaturas, posgrados, normales). 

• También establece principios para la educación indígena, especial, inclusiva, 

intercultural y comunitaria. 

¿Qué aspectos contempla? 

La LGE norma aspectos clave del sistema educativo, tales como: 

• Fines, principios y criterios de la educación. 

• Derechos y obligaciones de los actores educativos. 

• Planeación, evaluación, financiamiento y mejora continua. 

• Participación social, convivencia escolar y equidad educativa. 

• Formación, actualización y carrera profesional docente. 

• Educación impartida por particulares (RVOE). 

• Coordinación entre la Federación, Estados y Municipios. 

Carácter nacional con enfoque federalista 

Aunque es una ley federal, la LGE respeta el principio del federalismo educativo, 

estableciendo que las entidades federativas pueden emitir leyes locales siempre que estén 

alineadas a sus principios. 

 

3.2.2 Contenidos de la Ley General de Educación 
 

Los contenidos de la Ley General de Educación (LGE) abarcan el conjunto de principios, 

normas, derechos, lineamientos y mecanismos de operación que regulan el sistema 

educativo nacional. Esta ley actúa como una hoja de ruta legal y pedagógica que traduce el 

mandato constitucional del Artículo 3° en acciones concretas dentro de las escuelas, 

instituciones, programas y políticas públicas. 

Principales bloques de contenido 

La LGE se organiza en títulos, capítulos y artículos que abordan las siguientes áreas clave: 

 



 

1. Fines y principios de la educación mexicana 

Establece que la educación debe ser: 

• Laica, gratuita, obligatoria y universal. 

• Inclusiva, intercultural, integral, equitativa y de excelencia. 

• Basada en el respeto a los derechos humanos, la diversidad y la paz. 

• Orientada al desarrollo integral del ser humano y la transformación social. 

 

2. Derechos y obligaciones 

Define los derechos educativos de: 

• Alumnos y alumnas (acceso, permanencia, participación, trato digno, etc.). 

• Docentes (formación continua, estabilidad, desarrollo profesional). 

• Padres y madres (participación, información, corresponsabilidad). 

• Personas en contextos de vulnerabilidad (atención prioritaria, ajustes razonables). 

 

3. Organización del Sistema Educativo Nacional 

Detalla la estructura del SEN: 

• Distribución de competencias entre Federación, Estados y Municipios. 

• Funciones de la SEP, autoridades locales y órganos de evaluación. 

• Coordinación con instituciones de educación superior y organismos descentralizados. 

 

4. Política educativa y gestión escolar 

Norma procesos de: 

• Planeación y financiamiento educativo. 

• Participación social (consejos escolares, comités de padres, etc.). 

• Convivencia, disciplina y prevención de violencia escolar. 

 



 

5. Carrera de las Maestras y los Maestros 

Incluye aspectos del ingreso, promoción, formación, reconocimiento y evaluación, en el 

marco del Sistema para la Carrera de las Maestras y los Maestros. 

 

6. Educación impartida por particulares 

Establece las condiciones para el Reconocimiento de Validez Oficial de Estudios (RVOE), 

vigilancia y derechos de estudiantes de escuelas privadas. 

Los contenidos de la LGE son amplios y articulados, y están diseñados para garantizar el 

derecho a la educación como un servicio público fundamental, con enfoque de equidad, 

inclusión, pertinencia y mejora continua. 

 

3.2.3 Importancia de la Ley General de Educación 
 

La Ley General de Educación (LGE) representa una pieza clave en la estructura jurídica 

del sistema educativo mexicano. Su importancia radica en que traduce los mandatos 

constitucionales en normas aplicables, funcionales y concretas, orientando las acciones de 

todos los actores del sistema educativo: autoridades, docentes, estudiantes, familias y 

sociedad civil. 

Más que un documento normativo, la LGE es una herramienta de gobernanza educativa, 

ya que establece los principios operativos del derecho a la educación y organiza su 

cumplimiento de forma coordinada entre los tres niveles de gobierno. 

¿Por qué es importante? 

1. Garantiza el ejercicio del derecho a la educación: La LGE especifica cómo debe 

implementarse este derecho, asegurando que sea gratuito, incluyente, equitativo, de 

calidad y con enfoque de derechos humanos. 

2. Asegura la equidad educativa: Fija medidas para atender las desigualdades 

estructurales mediante acciones afirmativas, ajustes razonables y atención 

prioritaria a grupos vulnerables. 



 

3. Articula y organiza el sistema educativo: Define funciones, competencias y 

responsabilidades entre Federación, Estados y Municipios, permitiendo la 

planeación y ejecución coordinada de políticas educativas. 

4. Regula la formación y la carrera docente: Crea un marco normativo que impulsa 

la profesionalización, estabilidad laboral y evaluación formativa de los maestros. 

5. Fomenta la participación social: Promueve el involucramiento de familias, 

estudiantes, organizaciones civiles y comunidades escolares en la vida educativa. 

6. Refuerza la mejora continua: La ley no solo garantiza el acceso a la educación, sino 

su calidad, a través de mecanismos de evaluación, innovación y rendición de 

cuentas. 

Impacto para la práctica educativa 

• Brinda seguridad jurídica a docentes e instituciones educativas. 

• Permite exigir y ejercer derechos educativos con base legal. 

• Es un instrumento de planificación y regulación de la vida escolar. 

• Promueve una visión ética, inclusiva y transformadora de la educación pública. 

 

3.3 Acuerdo Secretarial No. 243 

Bases generales de autorización o reconocimiento de validez oficial de estudios (RVOE) 

El Acuerdo Secretarial No. 243, emitido por la Secretaría de Educación Pública (SEP), 

establece los criterios y procedimientos para que instituciones particulares obtengan el 

Reconocimiento de Validez Oficial de Estudios (RVOE). Este acuerdo es crucial porque 

regula la educación impartida por particulares, garantizando que sus planes, programas 

y servicios cumplan con los estándares mínimos exigidos por el Estado. 

Este documento da cumplimiento a los principios del Artículo 3° constitucional, asegurando 

que la educación privada no contradiga los fines y valores de la educación pública y que 

contribuya de manera efectiva al Sistema Educativo Nacional. 

Subtemas de análisis: 

• 3.3.1 Alcances 

• 3.3.2 Contenidos 

• 3.3.3 Importancia 



 

 

3.3.1 Alcances del Acuerdo Secretarial No. 243 
 

El Acuerdo Secretarial No. 243 establece los requisitos, lineamientos y procedimientos 

que deben cumplir las instituciones particulares que desean impartir estudios con validez 

oficial en México. Su alcance jurídico y administrativo abarca desde la educación inicial 

hasta la superior, y se aplica en todo el país, tanto en instituciones con fines de lucro como 

sin ellos. 

Este acuerdo garantiza que la educación ofrecida por particulares cumpla con los 

principios y fines del Sistema Educativo Nacional, asegurando condiciones mínimas de 

calidad, legalidad y equidad para los estudiantes. 

¿A quién aplica? 

• A instituciones particulares que deseen ofrecer estudios con Reconocimiento de 

Validez Oficial de Estudios (RVOE). 

• A autoridades educativas federales y estatales encargadas de evaluar y otorgar 

dicho reconocimiento. 

• A instituciones que ya cuenten con RVOE, en procesos de renovación, supervisión 

y verificación. 

Niveles y modalidades educativas comprendidas 

• Aplica para todos los niveles educativos: inicial, preescolar, primaria, secundaria, 

media superior y superior. 

• Cubre modalidades escolarizadas, no escolarizadas y mixtas. 

• Incluye educación técnica, normal, universitaria y de formación para el trabajo. 

Funciones que regula el Acuerdo 

• Otorgamiento del RVOE, previa evaluación técnica, documental y de 

infraestructura. 

• Revisión de planes y programas de estudio. 

• Supervisión del cumplimiento normativo de las instituciones particulares. 

• Cancelación del RVOE en caso de incumplimiento. 



 

Límites del Acuerdo 

• El Acuerdo no otorga automáticamente validez a todas las instituciones 

particulares: se requiere un proceso formal. 

• No sustituye a las leyes estatales o federales, pero las armoniza dentro de un marco 

nacional común. 

• El RVOE no significa subsidio económico por parte del Estado, solo reconocimiento 

legal de estudios. 

 

3.3.2 Contenidos del Acuerdo Secretarial No. 243 
 

El Acuerdo Secretarial No. 243 está compuesto por un conjunto de disposiciones 

administrativas que definen lo que debe cumplir una institución privada para obtener el 

Reconocimiento de Validez Oficial de Estudios (RVOE). Estas disposiciones garantizan 

la calidad educativa mínima exigida por el Estado mexicano, y su cumplimiento es 

obligatorio para cualquier institución que pretenda operar con validez oficial. 

Los contenidos del acuerdo están organizados en capítulos que abordan desde los requisitos 

para el trámite inicial, hasta los mecanismos de seguimiento, evaluación, cancelación y 

renovación del RVOE. 

Ejes principales del contenido normativo 

1. Requisitos generales 

Las instituciones deben presentar: 

• Plan y programas de estudio. 

• Proyecto educativo con fines y metas. 

• Normatividad interna (reglamentos, estatutos, manuales). 

• Relación de personal académico, con perfiles adecuados. 

• Infraestructura física y tecnológica conforme al nivel educativo. 

• Recursos didácticos y bibliográficos suficientes. 

 
 



 

2. Condiciones académicas 

El acuerdo exige que: 

• Los contenidos curriculares estén alineados con los fines del Sistema Educativo 

Nacional. 

• Se respete el enfoque competencial, inclusivo, intercultural y laico. 

• Los programas estén organizados por niveles, asignaturas, horas, créditos y 

evaluaciones. 

 

3. Condiciones administrativas y legales 

Incluye: 

• Comprobación de personalidad jurídica de la institución. 

• Acreditación de la propiedad o uso del inmueble. 

• Documentación del cuerpo directivo. 

• Cumplimiento de normas de seguridad y protección civil. 

 

4. Procedimientos de revisión y supervisión 

• La SEP o las autoridades estatales pueden realizar visitas de verificación. 

• Se pueden imponer sanciones o cancelaciones por incumplimiento. 

• Establece procesos para renovación periódica del RVOE. 

 

Aplicación práctica 

Estos contenidos garantizan que una institución privada no solo ofrezca un servicio 

educativo, sino que lo haga en condiciones dignas, legales y con calidad mínima 

asegurada. A su vez, protegen a los estudiantes frente a irregularidades o deficiencias en la 

formación recibida. 

 



 

3.3.3 Importancia del Acuerdo Secretarial No. 243 
 

El Acuerdo Secretarial No. 243 es una pieza clave dentro del marco normativo de la 

educación en México porque regula y da validez oficial a la educación impartida por 

instituciones particulares. Sin este acuerdo, no existiría un control legal uniforme sobre la 

calidad, legitimidad y transparencia de los estudios ofrecidos por escuelas privadas en todos 

los niveles. 

Este documento administrativo tiene el peso normativo de proteger el derecho a la 

educación al asegurar que los alumnos de escuelas particulares accedan a una formación que 

cumpla con estándares mínimos de calidad y pertinencia, equiparables a los del sistema 

público. 

¿Por qué es importante? 

1. Protección del derecho a la educación con validez legal: Garantiza que los títulos, 

certificados y grados obtenidos por alumnos de instituciones privadas tengan 

reconocimiento legal ante la SEP, otras instituciones educativas y el mundo laboral. 

2. Control de calidad educativa en el sector privado: El acuerdo impide que cualquier 

institución imparta estudios sin cumplir con requisitos mínimos, evitando fraudes y 

malas prácticas. 

3. Equidad dentro del Sistema Educativo Nacional: Asegura que la educación 

particular se rija bajo los mismos principios y fines constitucionales que la pública: 

equidad, inclusión, excelencia, gratuidad (cuando aplique), y respeto a derechos. 

4. Corresponsabilidad entre sector público y privado: Reconoce que la educación 

privada es parte del Sistema Educativo Nacional, y que debe sujetarse a reglas 

comunes, contribuyendo al derecho social a la educación. 

Relevancia para el ejercicio pedagógico 

• Como futuros pedagogos, los estudiantes deben conocer el marco legal que valida 

las instituciones donde posiblemente trabajarán. 

• El conocimiento del Acuerdo 243 permite evaluar si una institución opera con 

legalidad y ética profesional. 

• También sirve como guía para colaborar en la elaboración de programas académicos 

acorde a estándares oficiales. 

 



 

3.4 Acuerdo Secretarial No. 200 para la evaluación 
educativa 
 

El Acuerdo Secretarial No. 200, publicado en 2014 y reformado en años posteriores, 

establece los criterios de evaluación, acreditación, promoción y certificación de los 

alumnos de educación básica en México. Su objetivo principal es garantizar que los 

procesos de evaluación respeten el derecho de los estudiantes a una educación con 

equidad, justicia y sentido formativo. 

Este acuerdo se alinea con los principios establecidos en el Artículo 3° constitucional, así 

como con los postulados de la Ley General de Educación y el modelo educativo vigente. 

Promueve una evaluación integral, flexible, contextualizada y centrada en el aprendizaje, 

superando la visión punitiva o exclusivamente cuantitativa de la evaluación. 

Subtemas del análisis: 

• 3.4.1 Alcances 

• 3.4.2 Contenidos 

• 3.4.3 Importancia 

 

3.4.1 Alcances del Acuerdo Secretarial No. 200 
 

El Acuerdo Secretarial No. 200 tiene como alcance el establecimiento de criterios 

generales, comunes y obligatorios para la evaluación, acreditación, promoción y 

certificación de los estudiantes que cursan la educación básica en México. Esto incluye los 

niveles de: 

• Educación preescolar 

• Educación primaria 

• Educación secundaria 

Este acuerdo es aplicable en todas las escuelas públicas y particulares con RVOE, en sus 

diferentes modalidades: escolarizada, no escolarizada y mixta. 

 



 

¿A quiénes aplica? 

• A docentes, que deben aplicar los criterios establecidos para evaluar y acreditar. 

• A directivos escolares, responsables de supervisar y emitir certificados. 

• A padres de familia y tutores, a quienes se les garantiza el acceso a los resultados 

evaluativos. 

• A alumnos, como sujetos de derecho que deben ser evaluados con justicia, equidad 

y respeto a su diversidad. 

¿Qué regula específicamente? 

1. Evaluación del aprendizaje: 

o Define la evaluación como continua, formativa e integradora. 

o Impulsa el uso de diversos instrumentos y estrategias. 

o Promueve una evaluación cualitativa y contextualizada. 

2. Acreditación del grado escolar: 

o Establece los requisitos para que un alumno acredite un grado escolar, 

incluso con niveles parciales de logro. 

o Introduce mecanismos de regularización y apoyo académico. 

3. Promoción al siguiente nivel o grado: 

o Establece criterios flexibles para promover al estudiante. 

o Toma en cuenta su progreso, contexto, asistencia y nivel de desempeño. 

4. Certificación de estudios: 

o Determina los lineamientos para la emisión de certificados oficiales de 

conclusión de nivel educativo. 

 

Enfoques transversales que considera 

• Inclusión educativa 

• Equidad de género y atención a la diversidad 

• Multiculturalidad y educación indígena 

• Respeto a los derechos humanos y del niño 

 

 



 

3.4.2 Contenidos del Acuerdo Secretarial No. 200 
 

El Acuerdo Secretarial No. 200, vigente desde 2014 y actualizado en diversas ocasiones, 

contiene una serie de disposiciones normativas que regulan los procesos de evaluación 

en la educación básica. Sus contenidos buscan armonizar la legalidad con la práctica 

pedagógica, estableciendo criterios objetivos que garanticen la equidad, la inclusión y la 

mejora del aprendizaje. 

Estructura general del Acuerdo 

Los contenidos del Acuerdo 200 están divididos en capítulos y artículos que abordan los 

siguientes aspectos: 

 

1. Principios rectores de la evaluación educativa 

• Se concibe la evaluación como un proceso integral, continuo, formativo y 

contextualizado. 

• Debe tener como finalidad mejorar el aprendizaje, y no solo medir resultados. 

• Respeta la diversidad lingüística, cultural y de aprendizaje del alumnado. 

 

2. Criterios de acreditación 

• Define los requisitos mínimos para acreditar un grado escolar, considerando 

niveles de logro y avances progresivos. 

• Permite apoyos académicos adicionales si no se logra acreditar, antes de la 

reprobación. 

 

3. Requisitos para la promoción 

• La promoción entre grados y niveles no depende solo de las calificaciones, sino 

también del proceso de desarrollo del alumno. 

• Se incorporan criterios de asistencia, esfuerzo, evaluación continua y contexto 

personal. 



 

4. Lineamientos para la certificación 

• Establece quiénes son los responsables de emitir certificados oficiales, qué 

documentos se requieren y en qué momentos se expiden. 

• Incluye certificación para educación indígena, especial, migrante, etc. 

 

5. Evaluación en contextos específicos 

• Aplica ajustes razonables y medidas especiales para: 

o Estudiantes con discapacidad. 

o Estudiantes migrantes. 

o Poblaciones indígenas. 

o Educación multigrado y comunitaria. 

 

6. Participación y comunicación 

• Los resultados de la evaluación deben ser explicados a padres o tutores, con 

lenguaje claro y sin estigmas. 

• Promueve una relación respetuosa y colaborativa entre escuela y familia en torno 

al progreso educativo del estudiante. 

Aplicación en la práctica docente 

Este acuerdo sirve como guía para la acción pedagógica en el aula, orientando al docente 

para evaluar con sentido humano y no solo técnico. También respalda decisiones 

institucionales sobre acreditación, promoción y regularización. 

 

 

 

 

 



 

3.4.3 Importancia del Acuerdo Secretarial No. 200 
 

El Acuerdo Secretarial No. 200 es una herramienta fundamental en el marco jurídico del 

sistema educativo mexicano porque regula cómo se evalúa el aprendizaje en la educación 

básica, asegurando que este proceso sea justo, formativo, incluyente y con validez oficial. 

Su importancia no solo reside en su obligatoriedad legal, sino en su capacidad para 

transformar la cultura de la evaluación dentro de las escuelas. 

Este acuerdo representa un cambio de paradigma, al pasar de una evaluación centrada 

únicamente en resultados numéricos a una evaluación centrada en el proceso de aprendizaje 

del alumno, reconociendo sus ritmos, contextos y capacidades. 

 

Aportaciones clave del Acuerdo 200 

1. Fortalece el derecho a una educación con sentido humano 

• Garantiza que la evaluación sea equitativa, comprensiva y no discriminatoria. 

• Resguarda los derechos del niño y la niña como sujetos de aprendizaje. 

2. Promueve la mejora continua y la inclusión 

• Establece criterios flexibles para evaluar en diversos contextos culturales y sociales. 

• Fomenta el acompañamiento pedagógico en lugar del castigo académico. 

3. Da seguridad jurídica y operativa a los docentes 

• Ofrece un marco legal para que el profesorado tome decisiones objetivas sobre 

promoción y certificación. 

• Protege a las comunidades escolares frente a decisiones arbitrarias o injustificadas. 

4. Revaloriza la relación escuela-familia 

• Obliga a informar y explicar la evaluación a los padres o tutores, promoviendo la 

corresponsabilidad en la trayectoria escolar. 

 



 

Relevancia para el ejercicio pedagógico 

• Es la base legal que orienta la práctica evaluativa en el aula. 

• Favorece el desarrollo de instrumentos y criterios justos, adecuados y claros. 

• Prepara a los futuros docentes para evaluar de manera integral, considerando lo 

cognitivo, lo afectivo y lo contextual. 

 

 

El marco jurídico general de la educación en México 

 

El análisis del marco jurídico general de la educación mexicana evidencia que el derecho a 

la educación está sólidamente respaldado por preceptos constitucionales, leyes generales y 

acuerdos administrativos que lo regulan y materializan. La Constitución Política, 

especialmente a través del artículo 3°, sienta las bases del derecho educativo como un 

principio de justicia social, mientras que la Ley General de Educación lo operacionaliza al 

definir estructuras, funciones y principios rectores del sistema educativo. 

Asimismo, los Acuerdos Secretariales 243 y 200 garantizan la validez de los estudios 

impartidos por particulares y orientan los procesos de evaluación, asegurando estándares de 

calidad, legalidad y equidad. En conjunto, estas normas permiten que el sistema educativo 

funcione de manera coherente, inclusiva y centrada en el aprendizaje, dando forma a una 

política educativa que articula derechos, obligaciones y principios pedagógicos en favor de 

todos los mexicanos. 

 


